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ANDALUCÍA  i

JEREZ 
El proyecto de fábrica de todoterre-
nos que la multinacional Zahav iba a 
desarrollar en Jerez ha añadido un 
nuevo capítulo a su singular historia 
con la publicación de un anuncio en 
un portal inmobiliario en el que se 
ofrece en venta su nave. 

El primer teniente de alcalde jere-
zano, Antonio Saldaña (PP), ha des-
tapado en las redes sociales la exis-
tencia de este anuncio, que para el 
Ayuntamiento supone la última evi-
dencia de que todo ha sido un «bluf» 
y de que aquella gran empresa que 
llegaba a la ciudad era en realidad 
una inversión fantasma. 

Sin embargo, fuentes de Zahav, 
una compañía de capital chino-iraní, 

han negado tener nada que ver con 
ese anuncio y han insistido en que su 
intención sigue siendo desarrollar el 
proyecto empresarial. 

Esta aventura comenzó el 14 de 
mayo de 2009, cuando el Ayunta-
miento, entonces presidido por Pilar 
Sánchez (PSOE), firmó con Zahav 
un preacuerdo para la cesión de unos 
terrenos en la Ciudad del Transporte, 
un espacio industrial privilegiado con 
terminal ferroviaria de mercancías. 

La compañía hablaba entonces de 
una inversión de 92,3 millones de eu-
ros, que inicialmente debían permitir 
la creación de 800 puestos de trabajo, 
con previsión de llegar a los 3.000 
una vez finalizado todo el proyecto. 

Aunque inicialmente los promoto-

res hablaban de desarrollarla en cua-
tro fases, en noviembre de 2009 –ya 
en plena crisis– doblaron su apuesta 
asegurando su intención de acortar 
todos los plazos previstos y poner en 
marcha la factoría en una única fase. 

Así fue como Zahav consiguió que 
el Ayuntamiento firmara en condicio-
nes ventajosas el arrendamiento de 
una parcela de 120.000 metros y otor-
gara la licencia de obras. Que una 
compañía con escasas referencias 
apostara por desarrollar un proyecto 
tan ambicioso en plena recesión y en 
una provincia como Cádiz, que asis-
tía al desmantelamiento de su indus-
tria, hizo levantar sospechas. 

Sin embargo, Pilar Sánchez presu-
mía de haber cerrado «una inversión 

muy importante» para Jerez. 
La empresa, en realidad, nunca 

terminó de aterrizar en la ciudad, por 
mucho que en enero de 2011 esceni-
ficara ante la alcaldesa y la prensa 
una incesante actividad constructora 
en la parcela, en una visita en la que 
aparecieron decenas de camiones y 
excavadoras. No pasó de ser un me-
ro espejismo, ya que a las pocas se-
manas la actividad quedaba paraliza-
da, reproduciéndose en los meses si-
guientes las concentraciones de las 
empresas que reclamaban a Zahav el 
pago de los servicios prestados. 

En octubre de este año, un juzgado 
admitía a trámite una demanda inter-
puesta por el Ayuntamiento, ya go-
bernado por la popular María José 

García-Pelayo, para la resolución del 
contrato en virtud del cual se acorda-
ba con la multinacional el arrenda-
miento de los terrenos. La denuncia 
se basa en el incumplimiento por 
parte de Zahav de todas las obligacio-
nes y plazos pactados. 

Así, la multinacional no ha cons-
truido la nave para el ensamblaje de 
vehículos, que era la actividad indus-
trial convenida; no ha creado los 
puestos de trabajo comprometidos; 
ni ha obtenido la declaración de acti-
vidad de interés público de su pro-
yecto; hasta el punto de que no ha so-
licitado licencia alguna de ocupación 
de la actividad o de apertura. 

El penúltimo capítulo de la historia 
es la publicación de ese anuncio en 
un portal inmobiliario en el que se 
ofrece la venta de la nave al precio de 
5,6 millones de euros, a pesar de que 
el anunciante reconoce que el inmue-
ble carece incluso de puertas y de 
suelo hormigonado.

BERTA GONZÁLEZ DE VEGA MÁLAGA 
Mientras Iñigo Errejón, uno de los di-
rigentes de Podemos,  ha tenido que 
dar explicaciones en la Universidad 
de Málaga (UMA) sobre su situación 
laboral y el contrato que le liga a ella, 
la de la profesora Amparo Ruiz Se-
púlveda, madre de los hijos del secre-
tario general de Universidades de la 
Junta de Andalucía, Francisco Tri-
guero, está menos clara que nunca, 
ya que, después de que la UMA pro-
rrogara una comisión de servicios en 
la Dirección General de Universida-
des, desde la administración autonó-
mica se niegan a decir a qué se dedi-
ca en concreto.  

Fuentes de la Consejería de Inno-
vación dijeron a este periódico «que 
quien le paga el sueldo es la UMA y 
son ellos quienes deben explicar qué 
hace».  Pero no es sólo el sueldo. Se-
gún documentos a los que ha tenido 
acceso EL MUNDO,  la profesora de 
la Escuela de Informática de Málaga 
también ha pasado 30.000 euros en 
dietas desde 2008, cuando se fue «ce-
dida» por primera vez a la Secretaría 
General que dirigía su entonces pare-
ja. Los pagos más habituales son de 
unos mil euros cada uno.  

Esta cantidad de dinero, abonada 
por la UMA, se hace bajo el concep-
to de «reuniones en Sevilla». Según 
fuentes de la universidad, ese dinero 
es abonado de vuelta por la Junta: 
«En cualquier caso, estas dietas se 
cargan a un capítulo extraordinario 
de los presupuestos de la Universi-
dad a través del cual la Junta com-
pensa el gasto. En cuanto a las tareas 
que Ruiz realiza, la resolución esta-
blece que se trata de funciones de 
asesoramiento en materias específi-
cas de su competencia, esto es, en 

cuestiones universitarias». Cuestio-
nes que están sin dilucidar porque, si 
el año pasado la explicación de la 
Junta era que asesoraba en un pro-
grama de fomento del emprendi-
miento en el ámbito educativo, esta 
vez directamente ha remitido a la 
UMA para que proporcione explica-
ciones, que la universidad no entra a 
dar en detalle.  

El capítulo del presupuesto al que 
se refieren las fuentes de la UMA es 
una partida que tiene la Junta de 
«atenciones extraordinarias» a las 
universidades por el que preguntó 
el PP en el Parlamento andaluz, ya 
que, con él, también se habría abo-
nado la compra de la Fundación 
Eccus, subvencionada durante años 
por la Junta y con deudas a la Segu-

El secretario general de Universidades, Francisco Triguero. EL MUNDO

ridad Social.  La contestación de la 
Junta fue que preguntaran en los 
consejos sociales de las universida-
des si querían saber exactamente a 
qué se dedicaba ese fondo de dine-
ro «extraordinario». 

En el consejo de gobierno de oc-
tubre de la UMA, en el que se apro-
bó la prórroga de esta situación, no 
hubo nadie que preguntara por los 

detalles de este peculiar arreglo en-
tre la universidad y la Dirección 
General que depende de Francisco 
Triguero, Secretario General de 
Universidades, Tecnología e Inno-
vación. Anteriormente, Triguero 
ocupó la Dirección General pero 
las fechas de sus nombramientos 
no figuran en la biografía oficial 
colgada en la web de la consejería.  

En ese mismo consejo de gobier-
no se aprobó que Antonio Lozano, 
el ex viceconsejero de Presidencia 
imputado en el caso de los EREs, se 
incorporara a la Fundación Andalu-
cía Tech. También se extendió la 
«cesión» de Pilar Martínez, esposa 
de Lozano, a la Dirección General 
de Universidades.  

CARGA DOCENTE 
Este periódico ha llamado al teléfo-
no que figura en la web de la Di-
rección General de Universidades 
para preguntar por la profesora 
Ruiz Sepúlveda, pero ese número 
corresponde a la centralita de la 
Consejería de Innovación –dirigida 
por José Sánchez Máldonado–,  
donde informan de que no tienen 
manera de pasar con el departa-
mento responsable de los centros 
universitarios andaluces.  

Mientras, en el Departamento de 
Informática de la UMA sostienen 
que Ruiz Sepúlveda sigue aparecien-
do por su despacho, pero no quisie-
ron entrar en detalles sobre si tenía 
carga docente o no. En su página 
web personal el último artículo pu-
blicado es de 2008. Según fuentes 
consultadas, la profesora reside en 
Málaga de manera habitual.  

Ruiz Sepúlveda fue vicerrectora 
de la UNIA en Málaga, en la sede del 
Parque Tecnológico de Andalucía, 
durante tres semanas en enero de 
2014. Fue un nombramiento, según 
fuentes consultadas, del que no tuvo 
constancia la presidenta de la Junta, 
Susana Díaz, hasta verlo publicado. 
Al poco tiempo, cesó en el cargo. 
También lo acaba de hacer Francis-
co Triguero en el Consejo de Admi-
nistración del PTA, según se publica 
en el BOE del pasado 2 de diciembre. 

La mujer de un alto cargo pasó 30.000E 
en dietas a la Universidad de Málaga 
La pareja del secretario de Universidades de la Junta es profesora pero está «cedida» a la Consejería 

15 millones. El secretario 
general de Universidades y 
Tecnología, Francisco 
Triguero, está imputado 
por haber firmado una 
ayuda extraordinaria de 
15,5 millones de euros 
destinados a un edificio 
para albergar un instituto 
de investigación que ya no 
existía, el Centro para la 
Investigación del Bienestar 
Ciudadano (CIBIC).   

Más imputados. En la 
investigación sobre la 
financiación de este 
proyecto de la Junta, que 
lleva a cabo el juzgado de 
instrucción número 9, hay 
más imputados, según 
informó la Fiscalía de 
Málaga. En este caso uno 
de los imputados es el 
presidente del  Parque 
Tecnológico de Andalucía 
(PTA), Felipe Romera. 

CASOS EN LOS 
TRIBUNALES 

Una inversión fantasma a la venta en Internet 
La nave en la que la multinacional Zahav iba a desarrollar un proyecto en Jerez se ofrece en venta en la red


